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as infecciones intrahospitalarias tie-
nen algo particularmente inquie-
tante: el paciente entra a una clínica 

buscando curarse y termina contrayendo 
otra enfermedad en el mismo lugar al que 
acudió para recuperar su salud. Se supone 

que quienes trabajan en un hospital están 
para combatir enfermedades, no para 
producirlas. 

Hace algunas semanas escribí sobre el 
Juzgado del Dr. Cureta: un consumidor 
acudió a la Justicia para conocer el origen 
de una deuda y el juez archivó su hábeas 
data antes de escuchar siquiera a la em-
presa. Parecía un caso aislado. Después de 
aquella columna decidimos revisar qué 
estaba pasando con este tipo de procesos 

en Córdoba: analizamos cerca de 90 expe-
dientes y más de 2.500 páginas de senten-
cias, resoluciones y dictámenes. El proble-
ma resultó bastante más serio que un juez 
con métodos extravagantes. 

Durante más de dos años, el trata-
miento había funcionado con normalidad: 
decenas de sentencias favorables, pro-
nunciamientos de distintas cámaras, dic-
támenes coincidentes del Ministerio Pú-
blico. En 26 casos, la información apare-
ció recién después de que intervino la 
Justicia. Los médicos conocían la enfer-
medad y sabían tratarla. Hasta agosto. 

Entre el 24 y el 26 de ese mes ocurrió 
algo difícil de explicar. No cambió la 
Constitución ni la ley 25326 ni apareció 
una nueva doctrina del Tribunal Supe-
rior que obligara a revisar lo que se ve-
nía haciendo. Los pacientes seguían lle-
gando con las mismas patologías. Pero, 
misteriosamente, los médicos se dieron 
vuelta. 

El 24 de agosto, la Fiscalía de Cáma-
ras sostuvo, en un caso contra una ad-
ministradora de planes de ahorro, que la 
información sobre saldo deudor y valor 
móvil ya no constituía un dato personal. 
Dos días después, una fiscal civil comen-
zó a invocar un “criterio institucional 
unificado”, fundado en la unidad de ac-
tuación y la dependencia jerárquica del 
Ministerio Público. 

Esa misma fiscal había dictaminado a 
favor del consumidor en numerosos ca-
sos hasta el 7 de agosto. Diecinueve días 
después sostenía exactamente lo contra-
rio. Algo había ingresado al hospital, y 
empezó a circular. 

El caso más elocuente llegó pocos días 
más tarde. Un mismo juzgado había ad-
mitido tres hábeas data, el 4 y el 13 de 
agosto. El 1 de septiembre llegó un cuarto 
paciente con un problema sustancial-
mente igual, y esta vez el tratamiento fue 
distinto: la acción fue rechazada sin escu-
char a la empresa, con costas al consumi-
dor, invocando el “renovado análisis” re-
cién dictaminado por la Fiscalía de Cáma-
ras. La enfermedad no había cambiado. 
Tampoco el medicamento. Había apareci-
do un protocolo nuevo. 

Lo extraordinario es que, mientras al-
gunos empezaban a negar el tratamien-
to, otros lo seguían aplicando: esos mis-
mos días, una Cámara de Apelaciones 
revocó un rechazo liminar y sostuvo que 
esa misma información sí podía recla-
marse por hábeas data. No es que el 

tratamiento hubiera dejado de servir. Es 
que algunos médicos, extrañamente, 
decidieron dejar de aplicarlo. 

Las consecuencias son curiosas. El 
consumidor llega a la Justicia porque una 
empresa no le entrega información; con 
el nuevo criterio, puede no obtenerla y 
además volver a su casa con una condena 
en costas. Entró enfermo. Salió peor. 

Hay un dato más desconcertante: el 
“nuevo criterio” empezó a invocarse inclu-
so en expedientes con sentencia firme, en 
etapa de ejecución, donde el Ministerio 
Público pidió cesar su intervención en de-
cisiones que ya habían reconocido el de-
recho reclamado. Es como si el médico 
alcanzara en el pasillo a un paciente que 
ya recibió el alta para avisarle que esa ci-
rugía nunca debió realizarse. 

Durante años los médicos aplicaron un 
tratamiento; algunos hasta lo defendie-
ron. En cuestión de días, quienes hasta 
entonces lo habían aplicado comenzaron 
a explicar por qué ya no correspondía uti-
lizarlo. Y poco después, ese nuevo proto-
colo empezó a aparecer también en los 
consultorios. 

Quizás por eso el caso del Dr. Cureta 
era menos importante de lo que pensába-
mos. Creímos estar frente a un médico 
que había decidido no curar a un pacien-
te. Después de revisar casi noventa expe-
dientes descubrimos algo bastante más 
inquietante: Cureta podía no ser la enfer-
medad. Era apenas un síntoma. 

Una cosa es que el virus ingrese al hos-
pital. Otra, bastante distinta, es que quie-
nes deben combatirlo decidan incorpo-
rarlo al tratamiento. 
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OPINIÓN

i
a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió la casación de-

ducida por la trabajadora, anuló el 
rechazo íntegro de la demanda y 
condenó al empleador a pagar con-
ceptos de liquidación final que no 
habían sido controvertidos ni acre-
ditados como cancelados. El Alto 
Cuerpo entendió que el tribunal de 
mérito incurrió en una omisión de-
cisoria al no pronunciarse sobre el 
sueldo anual complementario, las 
vacaciones proporcionales y los ha-
beres de agosto de 2014, aun cuan-
do había tenido por acreditados los 
elementos necesarios para resol-
verlos. También fijó que los intere-
ses se calculen según el precedente 
“Seren” hasta el 5 de marzo de 2026 
y, desde el día siguiente, conforme 
al artículo 55 de la ley 27802. 

La resolución fue dictada por la 
Sala Laboral del TSJ, integrada por 
los vocales Luis Angulo, autor del 
voto, Luis Rubio y Domingo Sesin, 
en la causa promovida por A. M. 
contra R. F. M. La impugnación se 
dirigió contra la sentencia de la Cá-
mara del Trabajo de Cruz del Eje, a 
cargo del vocal Jorge Enrique Cas-
tro, que había rechazado la acción 
laboral en su totalidad. 

El tribunal de alzada había con-
siderado desvirtuada la presun-
ción del artículo 49 de la ley 7987 a 
partir de los propios elementos 
aportados por la accionante. Si 
bien tuvo por corroborado que la 
relación comenzó el 1 de abril de 
2013, tomó los dichos de la de-
manda como confesión, en los tér-
minos del artículo 217 del Código 
Procesal Civil y Comercial, para 
determinar su duración. Con base 
en esas manifestaciones y en las 
constancias de la causa, concluyó 
que desde el impedimento alega-
do por la dependiente hasta su re-
clamo transcurrieron un año y diez 
meses. 

Según el a quo, ese lapso resulta-
ba incompatible con el principio 
de temporalidad y permitía tener 
por configurada la voluntad con-
currente de extinguir el vínculo, 
prevista en el tercer párrafo del ar-
tículo 241 de la Ley de Contrato de 
Trabajo. La trabajadora había de-
jado de prestar servicios el 7 de 
agosto de 2014 y formuló el recla-
mo recién en junio de 2016, mien-
tras que el empleador tampoco la 
intimó a retomar sus tareas. La de-
cisión destacó, además, que los 
testimonios ratificaban lo expues-

to en la demanda y que la confe-
sión ficta no modificaba el cuadro 
fáctico establecido. 

 
Rubros 
Sin embargo, el máximo tribunal 
provincial advirtió que, pese a ese 
análisis sobre la forma de extin-
ción, la sentencia no había tratado 
los rubros propios de la liquida-
ción final que A. M. reclamó expre-
samente: SAC, vacaciones y habe-
res. La omisión configuró un su-
puesto de pronunciamiento infra 
petita, por lo que correspondía 
anular el fallo en ese punto, con-
forme al artículo 105 del Código 
Procesal del Trabajo. 

Aunque la regla imponía reen-
viar las actuaciones para un nuevo 
pronunciamiento, el TSJ decidió 
resolver directamente la cuestión 
para evitar mayor desgaste juris-
diccional. Señaló que existían ele-
mentos suficientes: se tuvieron por 
ciertas las tareas de chofer de re-
mis no titular permanente, la con-
ducción del vehículo, la jornada de 
lunes a lunes -seis horas diarias de 
enero a marzo y ocho el resto del 
año- y la remuneración equivalen-
te a 30 por ciento de la recaudación 
diaria. 

A partir de que el vínculo se con-
sideró extinguido el 7 de agosto de 
2014 y de que no se acompañaron 
comprobantes de pago, el alto 
cuerpo admitió el SAC del primer 
semestre de 2014, el SAC propor-
cional del segundo semestre, los 
haberes correspondientes a siete 
días de agosto y las vacaciones 
proporcionales de 2014 por ocho 
días. Para cuantificar la condena 
deberá considerarse el salario de-
nunciado en la demanda. 

Sobre los accesorios, el fallo pre-
cisó que regirán los intereses esta-
blecidos en “Seren” hasta el 5 de 
marzo de 2026. Desde el 6 de mar-
zo, fecha de vigencia de la ley 
27802, se aplicará el régimen del 
artículo 55, que contempla intere-
ses moratorios ajustados a la tasa 
pasiva determinada por el Banco 

Central de la República Argentina 
para el período correspondiente. 

Los jueces descartaron que esa 
previsión opere retroactivamente. 
Recordaron que el artículo 7 del 
Código Civil y Comercial impone 
la aplicación inmediata de las le-
yes a las consecuencias de relacio-
nes existentes, pero impide pro-
yectarlas sobre efectos ya produ-
cidos salvo disposición expresa. 
Como la ley 27802 no previó esa 
excepción, la nueva tasa sólo al-
canza el tramo posterior a su en-
trada en vigencia. Las costas fue-
ron impuestas por su orden, en 
atención a la naturaleza del vicio 
comprobado. 

La decisión desplazó aquellos de uso judicial. En el caso, se consideró  
que no había constancias de cancelación y que la sentencia anterior había 
dejado sin tratamiento conceptos reclamados

Ley “Bases” en juicios laborales: el TSJ 
fijó la entrada en vigencia de intereses
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